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Accionante: Jorge Albeiro Jaramillo Grisales

Accionado: Colpensiones

Decisión: Revoca y declara improcedente


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE INVALIDEZ / REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD / SUBSIDIARIEDAD / PRESUPUESTOS / NO BASTA SER SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL.
… hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho…
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez. (…)
… una de las causales de improcedencia es la verificación de que a quien acude a su reclamo le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías fundamentales, porque aun cuando lo que se invoca son derechos de tal raigambre, no podemos perder de vista que todas las herramientas, acciones o mecanismos judiciales estatuidos en la Rama Judicial, sea cual fuere su área o especialidad, debe propender por la protección de los derechos mínimos de quienes en estas intervienen…
… estamos ante un escenario de debate propio de la Jurisdicción laboral, y que, tal como lo sugirió la recurrente, desborda la capacidad de intervención de la especialidad Constitucional, no solo por abordar un conflicto litigioso que exige análisis reglamentarios y de amplio caudal probatorio, sino porque se debaten asuntos de naturaleza económica, tendientes a adquirir el reconocimiento de un derecho pensional, lo cual, valga decirse, a nivel jurisprudencial y normativo no resultan ser precisamente los más pacíficos…
… la Sala no desconoce que el señor Jaramillo Grisales sea un sujeto de especial protección Constitucional desde el punto de vista de sus carencias económicas y por ser una persona declarada inválida; sin embargo, ello no se traduce en que esta jurisdicción esté facultada, bajo dicho argumento, para otorgarle derechos omnímodos a las personas que hacen parte de este grupo poblacional, o que esto incida para obtener una respuesta favorable a cuanta solicitud se presente ante las autoridades.
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ASUNTO:

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la Dra. Malky Katrina Ferro Ahcar, Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, contra el fallo proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira el 24 de marzo de 2021, mediante el cual fueron amparados los derechos fundamentales reclamados por el señor JORGE ALBEIRO JARAMILLO GRISALES, por intermedio de apoderado. 
ANTECEDENTES:

El abogado Juan Camilo Salazar Carrillo, como representante judicial del señor Jorge Albeiro Jaramillo Grisales, presentó acción de tutela en contra de Colpensiones, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana, igualdad y seguridad social; a continuación, se compendian los hechos que estructuran el libelo petitorio:  

· El señor Jorge Albeiro Jaramillo Grisales fue declarado inválido mediante dictamen de pérdida de capacidad laboral proferido por Colpensiones, en el cual se declaró que su porcentaje de PCL era del 57.48%, por enfermedad de origen común estructurada el 19 de febrero de 2020. Su diagnóstico es el de “disminución indeterminada de la agudeza visual bilateral (glaucoma)”.  

· En vista de lo anterior, presentó una solicitud de reconocimiento pensional por invalidez ante Colpensiones, sin embargo, mediante Resolución No. SUB 257362 del 26 de noviembre de 2020 la entidad despachó su solicitud de manera desfavorable por no cumplir con los requisitos del artículo 1º de la Ley 860 de 2003.
· Inconforme con esa decisión, el accionante presentó recurso de apelación y pidió que se diera aplicación del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990, para el análisis de los requisitos para acceder a la pensión. No obstante, Colpensiones ratificó su postura inicial. 
· Durante el período comprendido entre el 9 de junio de 1975 y el 24 de abril de 1992, el señor Jorge Albeiro cotizó al SGSS un total de 757,29 semanas, por lo que se puede aseverar que cumple con las reglas consagradas para la pensión en la vigencia del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990, la cual se puede aplicar bajo el principio de la condición más beneficiosa, como lo ha hecho saber la Corte a nivel jurisprudencial, destacando el contenido de las Sentencias SU 442 de 2016 y SU 556 de 2019. 
· Explicó el abogado que el señor Jorge Albeiro padece una enfermedad crónica, no tiene un ingreso económico, por ende, depende del reconocimiento pensional para subsistir, debido a sus patologías no pudo continuar trabajando porque la enfermedad se le diagnosticó desde sus 28 años de edad; además, destacó que ya agotó la vía administrativa y por ende procede la tutela para acceder a sus intereses, especialmente si se tiene en cuenta la tardanza que caracteriza los procesos ordinarios.  
PRETENSIONES:

De conformidad con los anteriores hechos, el representante judicial del accionante solicitó que se tutelen los derechos fundamentales invocados en favor de su poderdante, y en consecuencia, se dé aplicación al principio de la condición más beneficiosa, con fundamento en el Acuerdo #049 de 1990, en consecuencia, se le ordene a Colpensiones que reconozca al señor Jorge Albeiro Jaramillo Grisales la pensión de invalidez.
ANTECEDENTES PROCESALES:

El Despacho de primer nivel avocó el conocimiento del asunto el 12 de marzo de 2021, en esa fecha ordenó correr traslado del escrito de tutela a Colpensiones para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
Dentro del término concedido por el Juzgado, Colpensiones presentó un escrito en el que indicó que definitivamente el accionante no cumple los requisitos para acceder a una pensión de invalidez, por los motivos expuestos en los actos administrativos que resolvieron las solicitudes para su reconocimiento.

Se refirió al carácter subsidiario de la tutela para el reconocimiento de prestaciones económicas, destacando que existen herramientas judiciales idóneas en la jurisdicción laboral, pues el debate escapa de la órbita de intervención de los jueces constitucionales que, además, están llamados a preservar el patrimonio público que administra esa entidad. 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Juez A Quo resolvió, mediante sentencia del 24 de marzo de 2021, amparar de manera transitoria los derechos fundamentales reclamados por el accionante, en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, resaltando que el titular de los derechos es “una persona de edad avanzada (65 años), que además ha sido declarada inválida para trabajar precisamente por haber perdido su capacidad laboral en un 57.48% al padecer “DISMINUCIÓN DE LA AGUDEZA VISUAL (GLAUCOMA PRIMARIO DE ÁNGULO ABIERTO EN OJO DERECHO)”, lo cual permite al despacho colegir sin mayor esfuerzo que es una patología de bastante consideración que comprometen seriamente la salud e integridad del afectado en la medida que va perdiendo lentamente su visión y que por esa especial circunstancia, no puede trabajar ni generar ingresos para sufragar sus propios gastos de subsistencia; de ahí que al habérsele negado la prestación por invalidez teniendo derecho a ella por haber cumplido los requisitos exigidos en la legislación anterior a la Ley 100 de 1993 y Ley 860 de 2003, ha quedado totalmente desprotegido y en una situación de debilidad manifiesta que hacen procedente el amparo constitucional como mecanismo efectivo para la protección inmediata de sus derechos fundamentales”.

Así las cosas, la decisión adoptada por el Juzgado de primer nivel consistió en lo siguiente: 

“PRIMERO: CONCEDER DE MANERA TRANSITORIA el amparo de los derechos fundamentales a la seguridad social, dignidad humana y mínimo vital de los cuales es titular el señor CARLOS ALBEIRO JARAMILLO GRISALES, invocados como vulnerados por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –COLPENSIONES.

SEGUNDO: ORDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, que dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de esta providencia, reconozca y pague de manera TRANSITORIA POR UN AÑO al señor CARLOS ALBEIRO JARAMILLO GRISALES identificado con la cédula de ciudadanía 10.088.271 la pensión de invalidez en los términos del artículo 6 del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 de 1990; ello con el fin de que durante dicho lapso, el accionante acuda a la jurisdicción ordinaria y sea esta quien tome una decisión definitiva.”
IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la anterior decisión, la Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de Colpensiones presentó un escrito mediante el cual la impugnó. Para fundamentar su discrepancia, señaló que:
· La vía adecuada para discutir aspectos relacionados con la aplicación de la condición más beneficiosa en una pensión es la ordinaria laboral. 
· En la sentencia de unificación invocada por el Juez fallador, SU 556 de 2019, se fijaron unas reglas para el estudio de procedibilidad de la tutela que no cumple el aquí accionante, quien no logró demostrar la acreditación de todos los requisitos del test de procedibilidad, especialmente, en lo que atañe a justificar razonadamente su imposibilidad de haber cotizado las semanas previstas por las disposiciones vigentes al momento de la estructuración de la invalidez, añadiendo que él solo realizó aportes hasta el mes de abril del año 1992, habiendo dejado de cotizar a la edad de 36 años, en pleno pico de su fuerza laboral, lo que implicó que el señor Jorge Albeiro se esté escudando en su propia desidia y apatía, para aprovecharse de las prestaciones del Sistema de Seguridad Social en Pensiones, suprimiendo de plano el principio básico de solidaridad del mismo.
· Explicó que existe conflicto entre los órganos de cierre en materia laboral y constitucional, porque el primero de ellos ha decantado que el principio de la condición más beneficiosa solo aplica para quienes teniendo una expectativa legitima, pudieron verse afectado con el cambio normativo, pero únicamente es viable permitir que se aplique la norma inmediatamente anterior a la Ley 806 de 2003, esto es, la Ley 100 de 1993 en su redacción original, pero no “emprender una búsqueda histórica para hallar una norma que le favorezca al reclamante, por ende, no resulta dable aplicar en este asunto el Acuerdo 049 de 1990”.
· Pidió que se tenga en cuenta el carácter subsidiario que orienta a la acción de tutela, pues el debate escapa de la órbita de intervención de los jueces constitucionales que, además, están llamados a preservar el patrimonio público que administra esa entidad. 
Bajo dichos argumentos, pidió que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar declarar la improcedencia de la presente solicitud de amparo. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si la decisión de primer nivel estuvo ajustada a derecho al conceder transitoriamente las pretensiones formuladas por el accionante y en cuanto a las órdenes que para conjurar el menoscabo en sus derechos dictó, o si por el contrario le asiste la razón a Colpensiones en su teoría de improcedencia de la acción Constitucional.

3. Solución:  

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho. En consecuencia, siempre resulta necesario que antes de entrar abordar los argumentos propuestos por quien promueve la solicitud de amparo constitucional, examine el Juez constitucional si en el caso puesto bajo su conocimiento se cumplen las reglas para su procedencia, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende.
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez.  

En esta ocasión, diremos brevemente que el primero de los requisitos está acreditado porque, en efecto, el señor Jorge Albeiro Jaramillo Grisales es el titular de los derechos que se reclaman, o sea, a quien presuntamente se le están desconociendo sus derechos, y a su vez, acudió a esta herramienta judicial por medio de una tercera persona mediante una alternativa completamente válida, la del representante judicial, según poder debidamente otorgado.

De igual manera, podemos decir que está superado el aspecto de la inmediatez, porque el acto administrativo que se reprocha, data del mes de diciembre de 2020, esto quiere decir que la tutela se ha interpuesto dentro de un lapso razonable. 

Sin embargo, no sucede lo mismo con el presupuesto de la subsidiariedad o residualidad, el cual, en sentir de la Sala, y contrario a lo concluido por el Despacho A Quo, no se encuentra superado en esta ocasión por los motivos que a continuación se exponen: 

El inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos interpelados, o que se invoca como mecanismo de protección transitoria para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que a quien acude a su reclamo le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías fundamentales, porque aun cuando lo que se invoca son derechos de tal raigambre, no podemos perder de vista que todas las herramientas, acciones o mecanismos judiciales estatuidos en la Rama Judicial, sea cual fuere su área o especialidad, debe propender por la protección de los derechos mínimos de quienes en estas intervienen, por alguna razón la Carta Constitucional es la norma base de todo el ordenamiento jurídico, la cual debe ser considerada sin discriminar el tipo de procedimiento judicial que se adelante. 

Según ese norte, la acción de tutela es una herramienta diseñada o pensada para llenar los vacíos que pudiera ofrecer el aparato jurisdiccional, de allí, como se indicó en párrafos precedentes, su procedencia está condicionada a la no existencia de otras alternativas de resolución del conflicto, o al riesgo de padecer un perjuicio irremediable que viabilice la intervención del juez de tutela, aunque fuere de manera transitoria, posibilidad que desde luego, debe ser analizada según los aspectos concretos y puntuales del caso bajo estudio. 

Bajo dicha égida, el legislador dejó por sentada la prevalencia de las acciones ordinarias consagradas en la Jurisdicción, porque ante su existencia, los conflictos pueden y deben ser propuestos allí, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo imposible de realizar en el perentorio término que para la resolución de las acciones de tutela consagra la ley, aunado a lo cual, se insiste, la justicia ordinaria en cada una de sus especialidades, está en la obligación de garantizar la salvaguarda de los derechos fundamentales; por tanto, a la tutela se debe acudir como último recurso, o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente al riesgo de sufrir un perjuicio irremediable, perceptible y verificable a grandes rasgos en el devenir del trámite tuitivo
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“… si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales. Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

 

En ese orden de ideas, el Juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial como uno de los poderes públicos:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados…”.

La acción de tutela no es entonces un medio alternativo, ni menos adicional o complementario a las herramientas disponibles en la jurisdicción para resolver determinado tipo de asunto según su especialidad, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales. Por manera que, si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones formuladas en sede Constitucional.
En ese orden, debemos anticipar que estamos ante un escenario de debate propio de la Jurisdicción laboral, y que, tal como lo sugirió la recurrente, desborda la capacidad de intervención de la especialidad Constitucional, no solo por abordar un conflicto litigioso que exige análisis reglamentarios y de amplio caudal probatorio, sino porque se debaten asuntos de naturaleza económica, tendientes a adquirir el reconocimiento de un derecho pensional, lo cual, valga decirse, a nivel jurisprudencial y normativo no resultan ser precisamente los más pacíficos; entonces, habremos de decir que: 

· Los conflictos de orden laboral, o aquellos relacionados con el sistema de seguridad social integral, que incluyen el reconocimiento de las pensiones negadas en la vía administrativa, tienen dispuesta una jurisdicción especial, que es la ordinaria laboral, la cual está diseñada para zanjar este tipo de asuntos de primera mano, tornándose en la vía natural, a la que por regla general, debe acudir quien pretenda controvertir una decisión de la administración de esta naturaleza. Así reza en el numeral 4º del artículo 2º del Código de Procedimiento Laboral: “La Jurisdicción Ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social conoce de: 4. Las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, salvo los de responsabilidad médica y los relacionados con contratos”.

· Es verdad que el señor Jorge Albeiro Jaramillo Grisales es un ciudadano de edad avanzada, pero no al punto de ser un impedimento para acudir ante el Juez natural, teniendo en cuenta que a nivel jurisprudencial
 se ha dejado claro que el criterio para deducir que una persona pertenece al grupo poblacional de la tercera edad (Constitucionalmente hablando), y por lo tanto es sujeto de especial protección, es cuando tiene una edad superior a la expectativa de vida oficialmente reconocida en Colombia, que no puede ser confundida con la edad en la que se cumple con el requisito para obtener una pensión de vejez, ni tampoco con la definición que trae inmersa la Ley 1276 de 2009, por ende, en el caso del titular de los derechos ahora reclamados, podemos afirmar que su longevidad no es una causal para que pueda valerse del mecanismo de amparo como vía alternativa para acceder a sus aspiraciones, máxime cuando a pesar de padecer varias enfermedades, ninguna de ellas ha sido catalogada como catastrófica o de alto costo.
· Ahora, la Sala no desconoce que el señor Jaramillo Grisales sea un sujeto de especial protección Constitucional desde el punto de vista de sus carencias económicas y por ser una persona declarada inválida; sin embargo, ello no se traduce en que esta jurisdicción esté facultada, bajo dicho argumento, para otorgarle derechos omnímodos a las personas que hacen parte de este grupo poblacional, o que esto incida para obtener una respuesta favorable a cuanta solicitud se presente ante las autoridades. 
Lo anterior quiere decir que el factor de invalidez, aunque flexibilice el análisis de procedibilidad de la acción de tutela, no se convierte, per se, en una carta blanca para acceder a cualquier tipo de solicitud que deliberadamente impetre quien ostenta esa calidad, sino que es necesario que concurran otros factores como el perjuicio irremediable que se determina cuando se logre demostrar que las medidas requeridas para conjurar el supuesto menoscabo en los derechos fundamentales sean inminentes, urgentes e impostergables
. 

Además, debemos tener en consideración que la invalidez, de por sí, es un requisito de base para acceder al derecho pensional reclamado, luego, no es posible pregonar que dicho status a su vez sirva como excusa para acceder al mismo a través de este excepcional trámite, pues de ser así, no existirían herramientas en la jurisdicción ordinaria laboral para obtener ese tipo de reconocimiento, sino que lo sería de preferencia la tutela, cuando la realidad es que todas las personas interesadas en pensionarse por dicha contingencia coincidirían en tener una limitación física declarada que les impidiera acceder al mercado laboral.  

Lo anterior, nos permite concluir que, en definitiva, la situación del señor Jorge Albeiro no se ubica dentro de ninguna de las hipótesis jurisprudenciales que le permitirían a la Sala hacer un análisis de fondo para ordenar el reconocimiento de una pensión de invalidez en el escenario de la tutela. Además, no podemos inferir que un reconocimiento pensional sería su única expectativa de acceder a ingresos fijos para subsistir, cuando lo cierto es que ni siquiera se demostró cómo es que él ha sobrevivido todo este tiempo si desde una edad tan corta dejó de realizar aportes al sistema. 
En ese orden de ideas, se hace palmario que lo que buscaba la parte accionante era saltarse el debido proceso para este tipo de asuntos, a pesar de que sabe que lo que debe hacer es acudir a la justicia ordinaria a fin de que allí un Juez especializado en temas laborales, defina si es viable o no la aplicación del precedente constitucional con el cual sustenta su pretensión, al considerar que el derecho que reclama se encuentra consolidado.
Ahora, si bien es cierto esta Sala en el pasado había decidido revocar ciertos fallos de tutela que habían negado el amparo que contenía una pretensión similar, para en cambio, tutelar algunos derechos fundamentales
, debe indicarse que no obstante lo allí decidido, lo que a la hora de ahora observa la Sala es que se ha hecho común entre algunos abogados el dejar de lado la vía ordinaria, sea a nivel administrativo o judicial, para acudir a la acción de tutela con miras a reclamar el amparo de las garantías que necesariamente deben ser protegidas por el Juez natural, y ello es lo que en el presente asunto se percibe, donde la letrada, en lugar de cuestionar la postura de Colpensiones por medio de las vías jurisdiccionales y también administrativas que tiene a su alcance, pretende que por medio de la tutela, en un término tan perentorio, se desate un litigio que necesariamente debe ser debatido ante el Juez competente. 

En conclusión, la presente acción resulta improcedente toda vez que existe otro mecanismo judicial al cual puede acudir la parte accionante para buscar allí la resolución del problema jurídico aquí planteado y bajo esas circunstancias se confirmará el fallo adoptado en primera instancia. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira el 24 de marzo de 2021, mediante el cual fueron amparados los derechos fundamentales reclamados por el señor JORGE ALBEIRO JARAMILLO GRISALES, por intermedio de apoderado; por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-097 del 16 de febrero de 2006, MP: Alfredo Beltrán Sierra.


� Un ejemplo sería la Sentencia T-138 de 2010


� Sentencia T-030 de 2015


� (Por citar algunos ejemplos) TSP ST, 24 jul. 2017, Rad. 66001318700120170001601, M.P. Jairo Ernesto Escobar Sanz. - TSP ST, 14 dic. 2017, Rad. 660013187003 2017 00088 01, M.P. Manuel Yarzagaray Bandera.
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